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Ciudad

En atención a la designación que me hizo la Mesa Directiva de la  Comisión Tercera Permanente de Cámara y dando cumplimiento a lo establecido en la ley 5ª de 1992, me permito presentar ponencia para segundo debate al proyecto de ley 232/08 Cámara “Por la cual se regula un arancel judicial”, en los siguientes términos:
1.
Antecedentes del proyecto 

El proyecto de Ley No. 232/08 Cámara “Por la cual se regula un arancel judicial”  de autoria del doctor Fabio Valencia Cossio, Ministro del Interior y de Justicia y del doctor Oscar Iván Zuluaga Escobar, Ministro de Hacienda y Crédito Público,  fue radicado el día 10 de diciembre del 2008 y publicado en la gaceta No. 932 del 11 de diciembre de 2008.
En sesión ordinaria de la Comisión, de fecha 16 de junio de 2009 fue aprobado en primer debate en los términos previstos inicialmente.
La propuesta gubernamental nace a raíz de la declaratoria de inexequibilidad de esta misma iniciativa incluida en el Proyecto de Ley  No. 286 de 2007 Cámara y No. 023 de 2006 Senado “Por la cual se reforma la ley 270 de 1996, Estatutaria de Administración de Justicia”, corregida precisamente en los términos expuestos en la sentencia No. C-713 de 15 de julio de 2008 de la Honorable Corte Constitucional.
2. Objeto del proyecto de ley

El proyecto en estudio pretende cobrar un arancel judicial con destino a la rama judicial y a cargo de los demandantes en procesos civiles, comerciales y contenciosos administrativos, constituyendo un ingreso público del Fondo para la modernización, descongestión y bienestar de la administración de justicia, destinado a asumir gastos de funcionamiento y de inversión de la rama judicial, con prioridad para los de funcionamiento.
El arancel judicial se causará en primer lugar sobre los pagos que se realicen para cumplir la condena impuesta en sentencia ejecutoriada, en los procesos civiles, comerciales y contencioso administrativos, en segundo lugar sobre los pagos que se realicen para satisfacer el valor del crédito, según la liquidación del mismo, judicialmente aprobada en los procesos civiles, comerciales y contencioso administrativos y en tercer lugar sobre los pagos que den lugar a la terminación anticipada del proceso, o los derivados de transacción o de conciliación, que presuponga la satisfacción de pretensiones patrimoniales; en todos los casos, cuando el valor de la condena, la liquidación y las obligaciones del respectivo acto o el valor del pago, sean superior a 200 salarios mínimos legales mensuales vigentes.
Se exceptúa del pago del mencionado arancel en los procedimientos de carácter penal, laboral y de la seguridad social, contencioso laboral y de la seguridad social, de familia, de menores, ni en los juicios de control constitucional o derivados del ejercicio de la tutela y demás acciones constitucionales. Tampoco se causará el arancel cuando el posible sujeto pasivo del mismo sea persona de escasos recursos a cuyo favor se haya decretado amparo de pobreza dentro del proceso.

3. Consideraciones generales

El Estado tal y como se concibe en Occidente, no puede reducirse lacónicamente a las formas de gobierno, para que tenga razón trascendente como estado,  debe actuar orientado por el fin político fundamental que emerge de, por y para la integridad del sistema social, y así mismo, debe continuar desarrollando sus funciones parciales relacionadas con aquél.
De esta manera, antes que tener en cuenta las funciones que se desprenden de la división clásica del ejercicio del poder político en el estado, es más importante considerarlas según las metas parciales y especializadas que persigue y con las cuales se organiza su gestión:

a) Funciones de seguridad ( defensa nacional, vigilancia interior o policía administración de justicia , e investigación criminal) ;

b) Funciones estrictamente políticas ( legislación, gobierno, relaciones exteriores);

c) Funciones financieras (hacienda pública)

d) Funciones de vigilancia del estado mismo (contraloría, procuraduría)

e) Funciones de fomento económico ( planificación, desarrollo, agricultura, ganadería, transportes, comunicaciones, minas y energía, obras públicas ); y 

f) Funciones de protección social (educación, salud, trabajo y seguridad social)
.

Si bien es cierto que la Honorable Corte Constitucional en la sentencia No. C-713 de 15 de julio de 2008, dejó abierta la posibilidad de introducir esta iniciativa legal no se puede acoger con inmediatez sin antes explorar otras vías gubernamentales para subsanar el problema de escasez de ingresos públicos con destino a la rama judicial.

Señores Congresistas, el artículo 133 de la Norma Superior nos compromete a actuar consultando la justicia y el bien común; es por esto que no podemos apoyar iniciativas de esta índole, pues con el transcurrir del tiempo, la administración de justicia en nuestro estado Colombiano, pasará de ser una función pública y gratuita como lo expresa la misma carta, a ser una función eminentemente privada, económica y comercial.
Considero, que bajo ningún pretexto podemos hacerle eco a lo expresado por los Ministros del ramo, en donde muestran como única alternativa para hacerle frente a los males crónicos que mantienen atrasada y congestionada la justicia, la generación de recursos vía contribuciones parafiscales que finalmente engrosan el sinnúmero de impuestos que soportan los contribuyentes de este país; la efectiva prestación del servicio de justicia en nuestro estado de derecho, es una obligación que no puede verse condicionada al hecho de cobrarse o no, un tributo más.
La administración de justicia traducida en el servicio público primario, esencial, de acceso igualitario a la justicia en sus diversas manifestaciones –civil, administrativo, laboral, penal, etc-, debe ser obligatoriamente prestado de forma gratuita, pues el tributo a manera de impuesto ya ha eximido al conglomerado social de un posterior pago de tal servicio, toda vez que la sociedad ya ha pagado con sus contribuciones tributarias la eventual utilización del mismo, sea que se utilice o no por el ciudadano común; el servicio de justicia debe estar latente presto a funcionar de manera eficaz por quien debe prestarlo, en este caso el Estado Colombiano y la calidad del servicio va en estrecha relación con el compromiso, dedicación y empeño de sus ejecutores o prestadores (los funcionarios) de una u otra rama del poder público que intervienen en su desenvolvimiento.  Tal servicio de justicia por ello, debe estar revestido de las características de suficiencia, oportunidad, consolidación y permanencia en su gestión para que el tejido social y su cohesión no se deterioren y para que se garanticen la seguridad, la paz y la armonía en las relaciones de los ciudadanos entre sí y estos con el estado.
Un estado incapaz de garantizar y de prestar un efectivo, oportuno y calificado servicio de justicia está condenado a la ilegitimidad, la paquidermia y la negación de sí mismo.  Sería un estado contradictorio en sus mismos fines y propósitos y contribuirá con su anacronismo e ineptitud a fomentar de manera directa la subversión, la anarquía y la justicia por su propia mano, el resquebrajamiento de los más elementales valores y derechos que permiten la existencia de una sociedad. El arancel es contrario a la gratuidad de la justicia, por esencia como lo he manifestado, es un servicio público sustantivo y, como tal de acceso inmediato por los asociados.

Igualmente, el cobro del arancel  puede convertirse en un factor de desigualdad, ineficacia e imparcialidad, pues hace que en la práctica los administradores de justicia prefieran y aceleren los procesos contencioso administrativo y comercial que superen la cuantía de los 200 salarios, porque estos procesos alimentarían las arcas del fondo que se pretende crear a favor del Consejo Superior de la Judicatura, destinado a asumir gastos de funcionamiento y de inversión de la rama, creándose así predilecciones y preferencias en detrimento de los procesos pobres de menor cuantía.
Se afectaría la imparcialidad consecuentemente con lo anterior y por ende, se profundizaría aún más la falta de eficiencia en la administración de justicia,  por sí ya deprimida; los términos judiciales también se alterarían en desbalance desfavorable a las cuantías inferiores a los 200 salarios.  Tampoco es justa la propuesta para aquellas personas que tienen procesos superiores a los 200 salarios, que además de ver golpeados sus derechos al tener que acudir a la justicia, deban finalmente, cuando hayan vencido todos los obstáculos de nuestra particular idiosincrasia, pagar un arancel por el pecado de haber triunfado en un desgastante litigio prolongado en el tiempo. 
Es así, respetados colegas, que considero importante que el ejecutivo dentro del inmenso poder que tiene y dentro de la enorme capacidad de manejar las variables políticas que posee, debe recurrir a otros medios para subsanar las falencias actuales de la administración de justicia.
4.
Proposición

Con fundamento en las razones expuestas, me permito rendir PONENCIA NEGATIVA y en consecuencia solicitarle a la Plenaria de la Honorable Cámara de Representantes, ARCHIVAR el proyecto de ley 232/08 Cámara “Por la cual se regula un arancel judicial”.
Cordialmente, 
JORGE JULIÁN SILVA MECHE


Coordinador ponente




Anexo: tres (3) copias impresas y una (1) copia en medio magnético.
� RAMIREZ, Alejandro; Hacienda Pública; Bogotá, 3a edición, 1986; pág. 42
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